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Sentencia No.     15 
Procedimiento: Acción popular.        
Accionante:  Bernardo Abel Hoyos Martínez. 
Accionada:  Tortas y Tortas S.A.S. 
Radicado:       05001 31 03 011 2017 00604 01. 
Asunto: Revoca la sentencia apelada. 
Tema: 1. De los derechos que se protegen con las acciones populares 2. De la 

naturaleza de las acciones populares 3. De las costas en las acciones 
populares. 4. Del hecho superado.  

Sinopsis: Bien, con miras a desatar el caso sub examine, debe advertirse que ninguna razón le 
asiste al accionante en su reparo, en cuanto que debe declararse el hecho vulnerador en 
la presente acción popular, porque como se advirtió, éste desapareció y, no tiene sentido 
que se ordene su declaratoria, para que, en consecuencia, se desestimen las pretensiones, 
pues de hacerlo se tornaría en un fallo totalmente incongruente con las peticiones y con 
los hechos que acaecieron en el proceso, de allí que no tiene ningún sentido que el 
accionante tozudamente insista en que debe declararse la violación, cuando el mismo 
decantó en la audiencia de cumplimiento que las pretensiones podrían ser desestimadas 
en atención a la desaparición de la amenaza objeto de protección. De otro lado, de cara a 
los argumentos esbozados en lo que respecta al reconocimiento de las costas procesales, 
se advierte que aquellos están relacionados con la disparidad de criterio en torno al 
monto que por concepto de agencias en derecho le fueron fijadas por el juez a-quo, y no 
frente al plano de si fueron o no condenados los llamados a integrar el extremo pasivo 
de la litis al pago de costas a favor del actor popular, sino y, más bien, sobre el monto de 
las mismas, para lo cual resulta ineludible citar el artículo 366 del C.G.P, el cual se 
erige como norma rectora en lo que tiene que ver con el momento procesal apto para 
oposición frente al monto fijado por el valor de las agencias en derecho, puesto que, 
como ya se advirtió, una cosa es que no se haya efectuado la condena en costas y otra, 
sumamente dispar, es que no se esté de acuerdo con el monto que se asignó como valor 
de las mismas, ya que, dependiendo de ello, será el momento procesal y el medio de 
impugnación que deba plantearse 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

 
Medellín, veintisiete (27) de abril de dos mil veintidós (2022) 

  

Se decide el recurso de apelación interpuesto por el actor 

popular Bernardo Abel Hoyos Martínez, en contra de la sentencia proferida 

por el Juzgado Once Civil del Circuito de Medellín el día diecisiete (17) de 

agosto del año 2021, ello, al interior de la acción popular promovida por éste 

en contra de Tortas y Tortas S.A., trámite al que fueron vinculadas el 

Ministerio Público, el Municipio de Medellín y la Defensoría del Pueblo. 

 

I. ANTECEDENTES 
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1. Fundamentos Fácticos y Pretensiones. El 

señor Bernardo Abel Hoyos Martínez instauró 

acción popular en contra de Tortas y Tortas S.A., en relación al 

establecimiento comercial, ubicado en la Carrera 50 Nro. 51 21 del 

Municipio de Medellín, endilgándosele la existencia de una barrera 

arquitectónica (escalón), misma que entorpece la independiente y autónoma 

movilidad de personas en estado de discapacidad, solicitando, en 

consecuencia: 

 

                      “Determinar en sentencia de mérito (art 34 L-472) que hoy: La 

accionada propietaria de este establecimiento de comercio, no tiene adecuados 

sus accesos y por lo tanto incurre en la violación de la normatividad que la 

obliga desde 1997 (L.361) y demás condenas de Ley. 

  

2.  Actuación procesal. El conocimiento de la acción 

correspondió al Juzgado Undécimo Civil del Circuito de Oralidad de 

Medellín, mismo que, tras admitir la presente acción popular, lo cual se 

materializó en auto del 14 de febrero de 2018 (Cdo Digital 1.1. Demanda pág. 

9), surtió las debidas notificaciones con el fin de integrar la litis y, luego 

ordenó expedir el respectivo aviso dirigido a la comunidad en general y, por 

ahí mismo, dispuso la vinculación al trámite de las entidades previamente 

referenciadas. 

 

 2.1. Una vez comunicado el auto admisorio a las 

entidades vinculadas, la Alcaldía de Medellín arrimó el día 15 de marzo del 

2018 informe de visita al lugar objeto de la acción popular de referencia 

(ibidem pág. 31), del cual se desprende que en el local destinado a panadería 

Tortas y Tortas -al cual se accede a través de dos escalones-, éstos no 

permiten el acceso franco y seguro por parte de personas con movilidad 

reducida. 

 

2.2. Así mismo, y por ser una etapa de obligatoria 

observancia en este tipo de asuntos, fue llevada a cabo la audiencia de 

pacto de cumplimiento el día 17 de agosto del 2021 (Cdo Digital 2.6.1. 2017-

00604 Audiencia de Pacto de Cumplimiento), la cual fue declarada fallida, en 

atención a que se puso de presente por parte de la entidad accionada que 
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el establecimiento de comercio ya no se 

encuentra en dicho lugar, por lo que el mismo 

accionante solicitó que se declarara la figura del hecho superado, porque la 

accionada ya no está incurriendo en la infracción urbanística denunciada, 

solicitando, en consecuencia, que se profiera sentencia anticipada, petición 

que fue acompañada por las partes que fueron vinculadas, a lo que 

efectivamente accedió la Juez, tras considerar que en el asunto acaeció de 

manera sobreviviente un hecho superado (Audio 10:25 a 13:23). 

 

3. Sentencia Impugnada. Previo recuento de los 

hechos de la demanda y las actuaciones surtidas dentro del expediente, en 

especial en la audiencia de pacto de cumplimiento, y luego de abordar las 

consideraciones que rigen la materia, determinó que en el caso en concreto 

se tiene que: “desde un principio la entidad municipal certificó las condiciones 

inadecuadas de acceso al local de la carrera 50 No 51-21 para la época ocupado por 

tortas y tortas que con la existencia de dos escalones dificultaba el libre y autónomo 

ingreso de las personas con movilidad reducida, violación que hoy en día no ocurre y 

quedó acreditada con las manifestaciones del representante legal de la sociedad 

demandada  quien expresó que desde hace más de un mes el establecimiento fue 

desocupado y hoy en día lo ocupa una entidad económica diferente (…) ello significa 

que si bien cuando se promovió la queja constitucional y conforme lo certificó la 

autoridad municipal existía un agravio a los derechos colectivos, ese hecho ya no es 

actual” 

 

3.1 Por lo anterior, el A quo sostuvo de cara a la 

existencia del hecho superado que: “carece de objeto tomar cualquier protección 

que busque la protección de los mismos pues el negocio que se desarrollaba en ese 

local ya desapareció, lo que amerita tomar una decisión desestimatoria de las 

pretensiones invocadas por la carencia actual de objeto” advirtiendo en relación a 

la condena en costas que  “ si se acreditó una inicial vulneración de los derechos 

colectivos, ordenando en consecuencia, su reconocimiento.” 

 

3.4 Tomando en consideración lo expuesto en 

precedencia, resolvió (Audio 2.6.2 Sentencia Anticipada 0:12:22) 
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“Primero: Desestimar las pretensiones del actor 

popular, según lo expuesto en la parte motiva  

 

Segundo: Se condena en costas a la parte accionada en favor de la accionante, 

de una vez, como agencias en derecho se fija el equivalente a un 1 salario 

mínimo mensual legal vigente. Las costas serán liquidadas por la Secretaría  

 

Tercero: Remítase copia de la presente sentencia a la Defensoría del Pueblo (…) 

 

4. Del recurso de alzada. Oportunamente, el actor 

popular solicitó que se diera sentido a la providencia conforme a lo previsto 

en al artículo 318 del C.G.P (sic) bajo el argumento que (Audio 2.6.2 

Sentencia Anticipada 0:14:50) 

 

 “mi motivo de discordancia con el tenor textual de su 

sentencia, es que el Consejo de Estado en sentencias de unificación (…) determinó 

que los procesos de acción popular son procesos declarativos no son procesos de 

litigio interpartes, que conforme con el código general del proceso cuando determina 

congruencia se dice que la sentencia debe estar en concordancia con las pretensiones 

de la demanda y en ella se dice claro -porque es producto de una experiencia mía por 

más de 10 años-  que en las pretensiones es declarar que la empresa X o Y a la fecha 

de hoy estaba incurriendo en la violación, entonces en este momento la sentencia 

adolece de esa declaración y por lo tanto no es congruente porque no está cumpliendo 

con esa parte” y con relación a las agencias en derecho expuso que “ El 

Tribunal Superior de Medellín ha determinado que si las agencias se dejan abiertas 

el recurso para protestarlas es cuando se fija la tarifa y como usted está fijando una 

tarifa en un 1 salario mínimo, este resulta ofensivo para una persona que lleva 

cuatro años detrás del expediente y que mis actuaciones son claramente visibles en el 

expediente – interpuse la denuncia y he estado atento a todas las diligencias que se 

han realizado (…) solicitó que la tarifa se determine de manera objetiva al tiempo, 

esfuerzo y calidad de la actuación del actor popular”. 

 

5. Trámite Procesal: Una vez admitido el recurso de 

apelación, y dentro de la oportunidad para presentar alegatos, el actor 

popular se pronunció al respecto, señalando grosso modo que la sentencia 
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de primera instancia fue incongruente porque 

negó la pretensión, a pesar de haberse 

acreditado la vulneración, no determinó la orden de no repetición y en las 

agencias en derecho sólo otorgó la tarifa mínima de su causación.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

                                           1. De los derechos que se protegen con las 

acciones populares. Ciertamente, la acción popular se erige como un 

instrumento de naturaleza constitucional, enderezado a la protección de los 

derechos e intereses colectivos, de ahí que su finalidad pública y colectiva 

tenga como objeto el amparo de los derechos e intereses comunes de la 

sociedad, tales como la salubridad pública, la defensa por un ambiente 

sano, la protección del espacio público y, en general, todo asunto que tenga 

como propósito la tutela del bienestar colectivo. 

 

2. De la naturaleza de las acciones populares. El 

artículo 88 de la Constitución Política de Colombia prescribe en su inciso 

primero que: “La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e 

intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad 

públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de 

similar naturaleza que se definen en ella”; artículo desarrollado por la Ley 472 de 

1998, por lo que cumple destacar que, ahí está delimitado normativamente 

el objeto de las acciones populares, que no es otro que la protección de los 

derechos e intereses colectivos; concepto que ha sido definido por el 

Consejo de Estado en el sentido de que “…son intereses que pertenecen por igual 

a una pluralidad de sujetos más o menos amplia y más o menos indeterminada, que puede 

ser o no justificada o unificada más o menos estrictamente a una colectividad. O más 

precisamente todavía; es un interés que pertenece a todos y a cada uno, pero que no es el 

interés propio de cada uno ni el propio de una comunidad organizada, constituido por la 

suma de intereses de sus miembros, sino el que cada uno tiene por ser miembro de una 

colectividad...”. De ahí que exista una gran diferencia entre la acción 

indemnizatoria privada y la acción popular. 
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3. Del hecho superado en las acciones 

populares. Enmarcándose en el objeto fundamental que mediante las 

acciones populares busca ser protegido, perfectamente, es viable predicar 

el acaecimiento de la figura jurídica del hecho superado, en concatenación 

con la carencia actual del objeto. Precisamente, cuando en el trámite 

judicial, bajo la eventualidad de una gravosa afectación, verbigracia, 

perjuicios atentatorios contra los intereses colectivos, sin embargo, cuando 

en el transcurso de dicho trámite estos fueren remediados, propiamente por 

la superación del plural menoscabo, luego, entonces, el juez deberá 

declarar la mencionada amenaza en cuanto ya ella desapareció, por 

consiguiente, la vulneración que motivó el amparo ya no se encuentra 

amenazando o vulnerando los derechos de la colectividad.   

 

                               Sobre el tema, en reciente sentencia del 27 de enero del 

2022 del Consejo de Estado -Sección Primera-, Consejera Ponente: Nubia 

Margoth Peña Garzón, Radicación 63001-2333-000-2019-00254-01 advirtió: 

 

                                      “[ …] la carencia de objeto por haberse superado el hecho 

vulnerador que originó la acción, se da cuando se comprueba que entre la presentación de 

ésta y el momento de dictar el fallo cesó la amenaza o vulneración del derecho cuya 

protección se había solicitado y, en tal circunstancia, ya no será necesaria la orden de 

protección, pero en todo caso, debe el juez declarar que la mencionada amenaza o 

vulneración existió pero desapareció.” 

 

                                    El fenómeno de la carencia actual de objeto se configura cuando: i) se 

prueba que a la fecha de presentación de la acción existía una vulneración o amenaza de un 

derecho colectivo, sin embargo, si no se acredita la transgresión, no se configura el hecho 

superado; (ii) que en el curso del proceso, cese la amenaza o vulneración del derecho; y (iii) 

que al momento de dictar sentencia no sea posible, por sustracción de materia, impartir 

órdenes de amparo del derecho colectivo porque este ya no se encuentra amenazado ni 

vulnerado. 

 

4. De las costas en las acciones populares. Ahora, 

descendiendo al punto toral sobre el cual recae el presente recurso de 
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alzada, tenemos que, como norma especial de 

cara a la condena en costas, contempla el 

artículo 38 de la Ley 472 de 1998 lo siguiente:  

 

“El juez aplicará las normas de procedimiento civil relativas a las costas. Sólo 

podrá condenar al demandante a sufragar los honorarios, gastos y costos 

ocasionados al demandado, cuando la acción presentada sea temeraria o de mala 

fe. En caso de mala fe de cualquiera de las partes, el juez podrá imponer una 

multa hasta de veinte (20) salarios mínimos mensuales, los cuales serán 

destinados al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, sin 

perjuicio de las demás acciones a que haya lugar.”   

 

5. Del caso particular. Bien, con miras a desatar el 

caso sub examine, debe advertirse preliminarmente que la sentencia será 

confirmada, pero por otras razones diferentes a las expuestas por el A quo, 

tal y como se expone a continuación: 

 

En primer lugar, es relevante precisar que el hecho 

superado ocurre es cuando el supuesto fáctico vulnerador del derecho 

colectivo que originó la acción cesó, y, en consecuencia, al momento de 

dictarse la sentencia por sustracción de materia no pueda emitirse una 

orden a la autoridad demandada, toda vez que el daño o la amenaza 

desapareció, caso en el cual, el juez deberá declarar que efectivamente 

existió la vulneración, pero que esta feneció, y no proceder de ipso facto a 

denegar la acción por improcedente, en tanto, los derechos objetos de 

protección -en principio- sí estaban siendo vulnerados, sólo que por un 

hecho sobreviniente en el transcurso del amparo dicha transgresión se 

subsanó.  

 

Ahora bien, de cara al caso en concreto, y de acuerdo a 

las pruebas obrantes en el proceso, la barrera arquitectónica (escalón) 

ubicado en la dirección carrera 50 No 51-21 entorpece la movilidad de las 

personas en estado de discapacidad, pues según se observa en el último 

informe presentado por el accionante, aún a la fecha persiste, sólo que el 

agente pasivo a quien inicialmente se le endilgó la vulneración de los 

derechos colectivos, esto es, la Sociedad Tortas y Tortas S.A. ya no se 

encuentra ubicada en el establecimiento de comercio, en tanto, “alrededor 
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de dos meses previos a la celebración de la 

audiencia” ya había desocupado el inmueble, 

circunstancia sobreviniente que resulta insuficiente para acreditar la 

desaparición del hecho generador; por consiguiente, lo que en verdad 

ocurrió es una falta de legitimación sobreviniente que así debe ser tipificada, 

por cuanto la persona responsable de la supuesta vulneración al momento 

de proferir el fallo, carece de legitimación en la causa para asumir los 

efectos de la sentencia, en tanto, por sustracción de materia, no puede 

ordenarse contra ella la adecuación del bien, en el sentido, que modifique 

las barreras que impide la libre circulación de las personas que se 

encuentran en estado de discapacidad, simplemente porque dicha orden 

resultaría inane y esa persona jurídica ya no estaría en el deber ni en la 

obligación de cumplir, por lo que como lo ha decantado el Consejo de 

Estado y la misma Corte Constitucional en acción de tutela, eventos que 

mutatis mutandis son similares y por tal motivo se resalta lo pertinente de la 

Sentencia T-382/18: 

 

“Carencia actual de objeto por la muerte del titular de los derechos 

fundamentales cuya protección se reclama a través de la acción de tutela. 

  

4. El artículo 86 de la Carta Política prevé que el objeto de la acción 

de tutela es la garantía de los derechos fundamentales. Sin embargo, durante el trámite 

constitucional pueden presentarse circunstancias que permitan inferir que las 

vulneraciones o las amenazas invocadas cesaron porque: (i) se concretó el daño alegado; (ii) 

se satisfizo el derecho fundamental afectado; o (iii) se presentó la inocuidad de las 

pretensiones de la solicitud de amparo. Las situaciones descritas generan la extinción del 

objeto jurídico del amparo, razón por la que cualquier orden de protección emitida por el 

juez en este momento procesal caería en el vacío. Este fenómeno ha sido denominado por la 

jurisprudencia constitucional como “carencia actual de objeto”, y se ha clasificado en tres 

categorías generales: (i) el hecho superado, (ii) el daño consumado y (iii) la pérdida de 

interés en la pretensión. 5. El hecho superado se configura cuando en el trámite 

constitucional las acciones u omisiones que amenazan al derecho fundamental desaparecen 

por la satisfacción de la pretensión perseguida a través de la acción de tutela. Bajo estas 

circunstancias la orden a impartir por el juez pierde su razón de ser porque el derecho ya no 

se encuentra en riesgo. No obstante, esta Corporación ha señalado que a pesar de la 

verificación del hecho superado el juez de tutela puede adelantar el estudio del asunto 
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sometido a su conocimiento y verificar si, de acuerdo con 

las particularidades del caso, procede el amparo de la 

dimensión objetiva de los derechos conculcados. En ese análisis es posible efectuar: (i) 

observaciones sobre los hechos estudiados; (ii) llamados de atención sobre la situación que 

originó la tutela; (iii) el reproche sobre su ocurrencia y la advertencia sobre la garantía de 

no repetición; y (iv) adoptar medidas de protección objetiva. 

(…) 

7. Finalmente, la jurisprudencia ha reconocido que la 

carencia actual de objeto puede ser consecuencia de una modificación de la 

situación de hecho que motivó la acción de tutela que genere la pérdida de 

interés del actor en la pretensión. En ese sentido, se ha precisado que: “es 

posible que la carencia actual de objeto no se derive de la presencia de un 

daño consumado o de un hecho superado sino de alguna otra circunstancia 

que determine que, igualmente, la orden del/de la juez/a de tutela relativa a 

lo solicitado en la demanda de amparo no surta ningún efecto”. (Resalta el 

tribunal) 

 

Precisamente, como en este caso la sociedad 

demandada ya cesó sus labores comerciales en el local comercial donde 

tenía su establecimiento de comercio, luego, entonces, se presentó una 

carencia actual del objeto, precisamente porque cualquier orden que se 

diera para que cumpla con la modificación del inmueble caería al vacío o se 

haría nugatoria, pues dicha persona jurídica ya no tendría la obligación o el 

deber de dar cumplimiento a una sentencia en su contra porque en la 

actualidad no tiene ninguna relación comercial con el local en donde 

funcionaba su establecimiento de comercio y en ese sentido es que se 

impone la carencia actual de objeto, máxime cuando el propietario del 

inmueble no fue demandado, pues de haber sido así continuaría dicha 

obligación con él.  

 

De acuerdo con lo expuesto, y ateniendo al objeto de la 

acción popular, esto es, “evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la 

amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos o restituir 

las cosas a su estado anterior cuando fuere posible1”, y como la orden de proteger 

                                                           
1 Artículo 2 Ley 472/1998. 
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los derechos sólo puede proferirse cuando al 

momento de dictar sentencia, subsistan las 

circunstancias que dieron lugar a la acción, deviene inane, en 

consecuencia, imponer orden alguna a la Sociedad Tortas y Tortas S.A., por 

cuanto el establecimiento de comercio que tenía en la citada dirección ya no 

está abierto al público, lo que traduce carencia actual de objeto para asumir 

las reparaciones a que hubiese lugar, ante la imposibilidad de 

incumplimiento y en efecto así habrá de declararse.   

 

De otro lado, de cara a los argumentos esbozados en lo 

que respecta al reconocimiento de las costas procesales, se advierte que 

aquellos están relacionados con la disparidad de criterio en torno al monto 

que por concepto de agencias en derecho le fueron fijadas por la juez A-

quo, y no frente al plano de si fueron o no condenados los llamados a 

integrar el extremo pasivo de la litis al pago de costas a favor del actor 

popular, sino y, más bien, sobre el monto de las mismas, para lo cual resulta 

ineludible citar el artículo 366 del C.G.P, el cual se erige como norma 

rectora en lo que tiene que ver con el momento procesal apto para 

oposición frente al monto fijado por el valor de las agencias en derecho, 

puesto que, como ya se advirtió, una cosa es que no se haya efectuado la 

condena en costas y otra, sumamente dispar, es que no se esté de acuerdo 

con el monto que se asignó como valor de las mismas, ya que, dependiendo 

de ello, será el momento procesal y el medio de impugnación que deba 

plantearse, veamos: 

 

 “Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el 

juzgado que haya conocido del proceso en primera o única instancia, 

inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o 

notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a 

las siguientes reglas: I. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez 

aprobarla o rehacerla. (…) 5. La liquidación de las expensas y el monto de 

las agencias en derecho sólo podrán controvertirse mediante los 

recursos de reposición y apelación contra el auto que apruebe la 

liquidación de costas. La apelación se concederá en el efecto diferido, pero si 

no existiere actuación pendiente, se concederá en el suspensivo.”        

 

Colofón de lo expuesto, refulge a la vista que, en efecto, 

la funcionaria de primer grado de conocimiento manifestó en la providencia 
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que desató la primera instancia, de manera 

concreta, en su numeral segundo, la imposición 

de la condena en costas, razón por la que, si de lo que se duele el actor 

popular es lo atinente al monto establecido por el juez, no será éste el 

momento procesal para oponerse, ya que deberá, tal y como establece el 

Código General del Proceso en su artículo 366, prevalerse de los medios 

impugnaticios contemplados a tal efecto, dentro de las oportunidades allí 

signadas.       

 

                                De esta manera, y por las razones expuestas, el 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Cuarta de 

Decisión Civil, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

                               PRIMERO: REVOCAR la sentencia que por vía de 

apelación se revisa, proferida el día 17 de agosto del 2021, por el Juzgado 

Undécimo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, para, en su lugar, 

declarar que en principio sí existió violación a los derechos colectivos de las 

personas con movilidad reducida, pero durante el trámite del proceso la 

persona jurídica demandada “Sociedad Tortas y Tortas S.A.”, dejó de 

funcionar en dicho local y por eso se presentó una carencia actual de 

objeto, conforme a lo expuesto en parte motiva. 

 

SEGUNDO: No habrá lugar a condena en costas, en 

tanto no se causaron. 

 

TERCERO: Cumplida la ritualidad secretarial de rigor, 

devuélvase el expediente al Juzgado de Origen.  

 

NOTIFÍQUESE, DEVUÉLVASE Y CÚMPLASE, 
 

 

 

 

JULIAN VALENCIA CASTAÑO 

MAGISTRADO 
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PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

Magistrada 

 

      

                                                       

 
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

Magistrado 

 
HHoojjaa  ddee  ffiirrmmaass  aacccciióónn  ppooppuullaarr  ccoonn  rraaddiiccaaddoo  nnúúmmeerroo  05001 31 03 011 2017 00604 01.  

 


